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Ayuntamientos

AYUNTAMIENTO DE GERINDOTE
Al no haberse presentado reclamaciones durante el plazo de exposición al público queda 

automáticamente elevado a definitivo el acuerdo plenario provisional de este Ayuntamiento sobre la 
Ordenanza reguladora de la gestión, recaudación e inspección municipal de los tributos y otros ingresos 
de naturaleza pública, cuyo texto íntegro se hace público en cumplimiento del artículo 17.4 del texto 
refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, 
de 5 de marzo.

El pleno de este Ayuntamiento, en sesión ordinaria celebrada el día 18 de octubre de 2019, acordó la 
aprobación provisional de Ordenanza reguladora de la gestión, recaudación e inspección municipal de 
los tributos y otros ingresos de naturaleza pública. Y en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 17.2 
del texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 
2/2004, de 5 de marzo, se somete el expediente a información pública por el plazo de treinta días a contar 
desde el día siguiente de la inserción de este anuncio en el “Boletín Oficial” de la provincia de Toledo, 
para que los interesados puedan examinar el expediente y presentar las reclamaciones que estimen 
oportunas. Durante dicho plazo podrá ser examinado por cualquier interesado en las dependencias 
municipales para que se formulen las alegaciones que se estimen pertinentes. Si transcurrido dicho plazo 
no se hubiesen presentado reclamaciones, se considerará aprobado definitivamente dicho acuerdo.

ORDENANZA GENERAL DE GESTIÓN, RECAUDACIÓN E INSPECCIÓN DE LOS TRIBUTOS  
Y OTROS INGRESOS DE DERECHO PÚBLICO LOCALES DEL AYUNTAMIENTO DE GERINDOTE

 TÍTULO I NORMAS GENERALES
CAPÍTULO I. DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto.
1. La presente Ordenanza General, dictada al amparo de lo que dispone el artículo 106.2 de la Ley 

7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local, los artículos 11, 12.2 y 15.3 del texto 
refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2,004, 
de 5 de marzo, así como la disposición adicional cuarta, apartado 3, de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, y demás normas concordantes, contiene normas comunes, tanto sustantivas como 
de procedimiento, que se considerarán parte integrante de las Ordenanzas fiscales y de los Reglamentos 
internos que se puedan dictar relativos a la gestión, inspección y recaudación de los ingresos de derecho 
público municipales.

2. Se dicta esta Ordenanza para:
a) Regular aquellos aspectos procedimentales que puedan mejorar y simplificar los procedimientos 

de gestión, inspección y recaudación, de posible determinación por el Ayuntamiento.
b) Regular aquellos aspectos comunes a diversas Ordenanzas fiscales, evitando así la reiteración de 

los mismos.
c) Regular las materias que precisan de concreción o desarrollo por parte del Ayuntamiento.
d) Informar a los ciudadanos de las normas vigentes, así como de los derechos y garantías de los 

contribuyentes, cuyo conocimiento puede resultar de general interés en orden al correcto cumplimiento 
de las obligaciones tributarias.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.
1. La presente Ordenanza se aplicará en la gestión, inspección y recaudación de los ingresos de 

derecho público cuya titularidad corresponda al Ayuntamiento.
2. Esta Ordenanza, así como el resto de las Ordenanzas fiscales aprobadas por este Ayuntamiento, 

obligará en el término municipal de Gerindote y se aplicarán de acuerdo con los principios de residencia 
efectiva y territorialidad, según proceda.

Artículo 3. Interpretación.
1. Las normas tributarias se interpretarán atendiendo fundamentalmente a su espíritu y finalidad, de 

acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3.1 del Código Civil.
2. Las normas de esta ordenanza, y en tanto los términos empleados no hayan sido definidos por el 

ordenamiento tributario deberán entenderse de conformidad con su sentido jurídico, técnico o usual, 
según proceda.

3. No se admitirá la analogía para extender más allá de sus términos estrictos el ámbito del hecho 
imponible o el de las exenciones o bonificaciones fiscales.

CAPÍTULO II. PROCEDIMIENTO
Artículo 4. Aspectos generales.

1. La tramitación de los expedientes estará guiada por criterios de racionalidad y eficacia, procurando 
simplificar los trámites que deba realizar el ciudadano.
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2. Los documentos emitidos por el Ayuntamiento por medios electrónicos, informáticos o telemáticos, 
o los que emita como copias de originales almacenados por estos medios, gozarán de la validez y eficacia 
del documento original, siempre que concurran los requisitos exigidos por la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Artículo 5. Acceso a archivos.
1. Los ciudadanos tienen derecho a acceder a los registros y documentos que formen parte del 

expediente, en los términos establecidos en la Ley 39/2015 y en la Ley General Tributaria.
2. Para ser autorizada la consulta, será necesario que se formule petición individualizada, especificando 

los documentos que desea consultar.
 La consulta deberá solicitarse por el interesado o su representante, y no podrá afectar a la intimidad 

de terceras personas. Cuando el cumplimiento de estos requisitos resulte dudoso estos requisitos resulte 
dudoso, será necesario que, por la Asesoría Jurídica se informe, sobre la procedencia de la consulta y 
valore si estos documentos contienen o no datos referentes a la intimidad de personas diferentes del 
consultante.

 TÍTULO II GESTIÓN 

CAPÍTULO I. NORMAS SOBRE GESTIÓN

SECCIÓN I. PROCEDIMIENTOS DE GESTIÓN TRIBUTARIA
Artículo 6. Procedimiento de devolución

1. El procedimiento de devolución se puede iniciar mediante la presentación de:
a) Una autoliquidación de la que resulte cantidad a devolver.
b) Una solicitud de devolución.
c) Una comunicación de datos.
2. El plazo para efectuar las devoluciones resultantes del apartado 1.a) es de seis meses contados 

desde la finalización del plazo previsto para la presentación de la autoliquidación.
 En los supuestos de presentación fuera de plazo de autoliquidaciones de las que resulte una cantidad a 

devolver, el plazo para devolver se contará a partir de la presentación de la autoliquidación extemporánea.
 Transcurrido el plazo de seis meses, sin que se hubiera ordenado el pago de la devolución por causa 

imputable a la Administración tributaria, esta abonará el interés de demora sin necesidad de que el 
obligado lo solicite. A estos efectos, el interés de demora se devengará desde la finalización de dicho 
plazo hasta la fecha en que se ordene el pago de la devolución.

3. Las devoluciones resultantes de los procedimientos iniciados por los medios del apartado 1.b y 
1.c) se resolverán en un plazo de seis  meses contados desde la presentación de la solicitud o desde la 
finalización del plazo previsto para la presentación de la comunicación de datos.

 En estos supuestos, junto con la devolución, se abonará el interés de demora, devengado desde 
la fecha en que se hubiese realizado el ingreso indebido hasta la fecha en que se ordene el pago de la 
devolución.

 Las dilaciones en el procedimiento por causa imputable al interesado no se tendrán en cuenta a 
efectos del cómputo del período de demora.

SECCIÓN II. CONCESIÓN DE BENEFICIOS FISCALES
Artículo 7. Solicitud y efectos de la concesión

1. La solicitud de beneficios fiscales se formulará de modo y en plazo fijado legalmente o en las 
Ordenanzas fiscales. La concesión o denegación de exenciones, reducciones o bonificaciones se ajustará 
a la normativa específica de cada tributo y a las prescripciones establecidas en la Ordenanza fiscal 
correspondiente, sin que en ningún caso pueda admitirse la analogía para extender más allá de sus 
términos estrictos el ámbito de las exenciones o bonificaciones.

Salvo previsión legal o reglamentaria en contra, la concesión de beneficios fiscales tiene carácter 
rogado, por lo que los mismos deberán ser solicitados, mediante instancia dirigida al Alcalde, que deberá 
acompañarse de los fundamentos que el solicitante considere suficiente.

2. El Ayuntamiento tramitará el expediente, elaborando propuesta de resolución que, informada por 
Intervención, se elevará a la Alcaldía, a quien compete adoptar el acuerdo de concesión o denegación 
del beneficio fiscal.

3. El acuerdo de concesión o denegación de los beneficios fiscales de carácter rogado se adoptará 
en el plazo de seis meses contados desde la fecha de la solicitud. Si no se dicta resolución en este plazo, 
la solicitud formulada se entenderá desestimada.

Con carácter general, la concesión de beneficios fiscales no tendrá carácter retroactivo, por lo que en 
caso de concederse, sus efectos comenzarán a operar desde el momento en que por primera vez tenga 
lugar el devengo del tributo con posterioridad a la fecha de solicitud del beneficio fiscal.

4. Cuando se trate de beneficios fiscales que han de otorgarse de oficio, se aplicarán en el momento 
de practicar la liquidación, siempre que el servicio gestor disponga de la información acreditativa de los 
requisitos exigidos para su disfrute.
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En particular, la bonificación establecida a favor de los sujetos pasivos que domicilien sus recibos de 
vencimiento periódico, se aplicará sin necesidad de solicitud previa. Si la domiciliación no fuera atendida, 
se exigirá la cuota total.

5. Al objeto de reducir el número de certificados exigibles, siempre que resulte procedente, se 
acompañará a la solicitud del beneficio fiscal, el consentimiento del interesado para que el Servicio 
gestor municipal pueda obtener la certificación acreditativa del cumplimiento de algunos requisitos.

6. La concesión de beneficios fiscales no genera derechos adquiridos para quienes los disfrutan. En 
consecuencia, cuando se modifique la normativa legal o las previsiones reglamentarias contenidas en 
las Ordenanzas fiscales relativas a exenciones o bonificaciones concedidas por el Ayuntamiento, será 
de aplicación general el régimen resultante de la normativa vigente en el momento de concederse el 
beneficio fiscal, excepto cuando expresamente la Ley previera efecto diferente.

SECCIÓN III. PROCEDIMIENTO DE REVISIÓN
Artículo 8. Normas generales

1. La revisión de los actos dictados en el ámbito de la gestión de los ingresos de derecho público 
municipales se puede llevar a cabo por el Ayuntamiento de oficio, o a instancia del interesado.

2. La iniciativa del particular para instar del Ayuntamiento la revisión de sus actos se puede manifestar 
en estas formas:

a) Interponiendo recurso de reposición, previo al contencioso- administrativo.
b) Solicitando que la Administración revise o revoque sus actos en supuestos previstos reglamentariamente.
3. El Ayuntamiento podrá declarar la nulidad de sus actos en los casos y con el procedimiento 

establecido en la Ley General Tributaria.
4. No serán en ningún caso revisables los actos administrativos confirmados por sentencia judicial 

firme.

SECCIÓN V. SUSPENSIÓN DEL PROCEDIMIENTO
Artículo 9. Suspensión por interposición de recursos.

1. La interposición de recursos administrativos no requiere el pago previo de la cantidad exigida, pero 
la mera interposición del recurso no suspenderá la ejecución del acto impugnado.

 No obstante, a solicitud del interesado, se suspenderá la ejecución del acto impugnado en los 
supuestos siguientes:

a) Cuando se aporte garantía consistente en:
–Depósito de dinero o valores públicos.
–Aval de carácter solidario de crédito.
 La aportación de esta garantía supondrá la suspensión automática, si ha sido solicitada en el plazo 

concedido para formular el recurso. Si las garantías aportadas son otras, la Recaudación municipal, previa 
valoración de la suficiencia de la garantía para la Intervención de Fondos, resolverá sobre la procedencia 
de la suspensión.

b) Cuando se aprecie que, al dictar el acto, se ha podido incurrir en error aritmético, material o de hecho.
c) Tratándose de sanciones que hayan sido objeto de recurso de reposición, su ejecución quedará 

automáticamente suspendida en período voluntario, sin necesidad de aportar garantía, hasta que sean 
firmes en vía administrativa.

3. El recurrente podrá solicitar que los efectos de la suspensión se limiten al recurso de reposición, o 
que se extienda a la vía contencioso-administrativa.

4. La garantía deberá cubrir el importe del acto impugnado, los intereses de demora que genere la 
suspensión y los recargos que puedan proceder en el momento de la suspensión.

 Cuando la suspensión se solicite para el periodo de resolución del recurso de reposición, los intereses 
de demora serán los correspondientes a seis meses. Si se solicita la suspensión para el periodo en el 
que se tramita el recurso contencioso-administrativo, se deberán garantizar los intereses de demora 
correspondientes a dos años.

5. La solicitud de suspensión se presentará ante el órgano que dictó el acto y deberá estar 
necesariamente acompañada del documento en el que se formalizó la garantía. Cuando la solicitud no 
se acompañe de garantía, no se producirán efectos suspensivos, en este supuesto la solicitud se tendrá 
por no presentada.

6. En los supuestos de estimación parcial de un recurso, la garantía aportada quedará afecta al pago 
de la cuota resultante de la nueva liquidación y de los intereses de demora que corresponda liquidar.

7. Cuando haya sido resuelto el recurso de reposición interpuesto en periodo voluntario en sentido 
desestimatorio se notificará al interesado, concediéndole plazo para pagar en periodo voluntario, en 
los siguientes términos:

–Si la resolución se notifica en la primera quincena del mes, la deuda se podrá satisfacer hasta el día 
20 del mes posterior, o el inmediato hábil posterior.

–Si la resolución se notifica entre los días 16 y último de cada mes, la deuda se podrá satisfacer hasta 
el día 5 del segundo mes posterior, o el inmediato hábil posterior.
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8. Cuando el Ayuntamiento tenga conocimiento de la desestimación de un recurso contencioso-
administrativo, contra una liquidación que se encuentra en periodo de pago voluntario, deberá notificar 
la deuda resultante comprensiva del principal más los intereses de demora acreditados en el periodo 
de suspensión.

 Cuando la deuda suspendida se encuentra en la vía de apremio, antes de continuar las actuaciones 
ejecutivas contra el patrimonio del deudor, se le requerirá el pago de la deuda suspendida más los 
intereses de demora devengados durante el tiempo de la suspensión.

 El pago de las cantidades exigibles, según lo previsto en este apartado, se deberá efectuar en los 
términos establecido por el artículo 62.2 de la Ley General Tributaria y en el apartado 7 del presente 
artículo.

9. Cuando la ejecución del acto hubiera sido suspendida, una vez concluida la vía administrativa, los 
órganos de recaudación no iniciarán o, en su caso, continuarán las actuaciones del procedimiento de 
apremio mientras no finalice el plazo para interponer recurso contencioso-administrativo, siempre que la 
vigencia y eficacia de la caución aportada se mantenga hasta entonces. Si durante este plazo el interesado 
comunicara a este órgano la interposición del recurso con petición de suspensión y ofrecimiento de 
caución para garantizar el pago de la deuda, se mantendrá la paralización del procedimiento mientras 
conserve la vigencia y eficacia la garantía aportada en vía administrativa; todo esto a resultas de la decisión 
que adopte el órgano judicial, sobre concesión o denegación de la suspensión.

10. Se podrá conceder la suspensión parcial cuando la impugnación afecte sólo a elementos 
tributarios claramente individualizables, cuya incidencia en la determinación de la deuda tributaria 
resulte cuantificable.

En este caso, el importe de la garantía sólo deberá cubrir la deuda suspendida.

SECCIÓN IV. PRÁCTICA DE LA DEVOLUCIÓN DE INGRESOS INDEBIDOS
Artículo 10. Iniciación.

1. Con carácter general, el procedimiento se iniciará a instancia del interesado, quien deberá 
fundamentar su derecho y acompañar el comprobante de haber satisfecho la deuda, excepto cuando 
desde el Ayuntamiento se pueda comprobar informáticamente la realización del ingreso y la no devolución 
posterior.

 La solicitud se formulara por escrito o personalmente, en las oficinas de recaudación por el obligado 
al pago.

2. No obstante lo previsto en el apartado anterior, podrá acordarse de oficio la devolución en los 
supuestos siguientes:

a) Cuando después de haberse satisfecho una liquidación tributaria la misma sea anulada por 
resolución administrativa o judicial.

b) Cuando se haya producido indubitada duplicidad de pago.

Artículo 11. Reconocimiento del derecho a de devolución.
1. Cuando el derecho a la devolución nace como consecuencia de la resolución de un recurso o de 

anulación o revisión de actos dictados en la vía de gestión tributaria, el reconocimiento de aquel derecho 
corresponde al mismo órgano que ha aprobado el acto administrativo que le origina.

2. En los supuestos de pagos duplicados, la devolución será aprobada por la Tesorería municipal.
3. El expediente administrativo de devolución de ingresos indebidos, en los supuestos excesos y 

duplicidad de pago se tramitará por la Tesorería municipal.
4. La Intervención fiscalizará el expediente, verificando especialmente que con anterioridad no se 

había operado devolución de la cantidad que se solicita y que en el expediente consta el documento 
original acreditativo del pago.

 Solo en circunstancias excepcionales podrá sustituirse la carta de pago original por certificado de 
ingreso de la Administración que cobro la deuda.

 El pago se efectuará mediante transferencia bancaria a la cuenta bancaria designada al efecto por 
el interesado.

5. En supuestos diferentes a los previstos en el punto 2 de este artículo, el reconocimiento del derecho 
a la devolución originará el nacimiento de una obligación reconocida, que como tal deberá contabilizarse 
y quedará sujeta al procedimiento de ordenación de pago y pago material.

6. El derecho a la devolución de ingresos indebidos ejercitado a través del procedimiento especial 
de revisión del artículo 216 de la Ley General Tributaria prescribirá a los cuatro años desde el momento 
en que se realizó el ingreso, aunque con posterioridad se hubiera declarado inconstitucional la norma 
en virtud de la cual se realizó el ingreso.

Artículo 12. Devolución de ingresos indebidos de naturaleza no tributaria.
1. Las devoluciones de ingresos indebidos que sean consecuencia de actos de gestión de ingresos 

de Derecho público no tributarios se tramitarán de conformidad con lo previsto en el artículo 29 de esta 
Ordenanza.

2. Las devoluciones de ingresos de Derecho privado que, en su caso, deba efectuar el Ayuntamiento, se 
tramitarán de acuerdo con lo que establece el artículo 24 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, consecuentemente, la devolución deberá tener lugar en el plazo de tres meses contados 
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desde el día del reconocimiento de la obligación. Si no se paga en este plazo, la Administración deberá 
abonar interés de demora desde que el acreedor reclame por escrito el cumplimiento de la obligación.

Artículo 13. Reembolso por ingresos indebidos y recargos.
1. Cuando se ha de rembolsar al interesado una cantidad para devolver el pago que hizo por un 

concepto debido, no se abonarán intereses de demora. Indicativamente, se señalan los casos siguientes:
a) Devoluciones parciales de la cuota satisfecha por impuesto sobre vehículos de tracción mecánica, 

en el supuesto de baja del vehículo cuando procede el prorrateo de la cuota.
b) Devoluciones originadas por la concesión de beneficios fiscales de carácter rogado, cuando se 

haya ingresado la cuota.
c) Devoluciones del impuesto sobre construcciones, instalaciones y obras, cuando, por causas ajenas 

a la Administración no se han iniciado las obras.
2. El acuerdo de reconocimiento del derecho a la devolución se dictará en el plazo de seis meses.
3. Cuando se declare indebido el ingreso por recargo de apremio, bien porque se ha anulado la 

liquidación de la cuota o bien porque no resultaba procedente exigir el recargo, se liquidarán intereses 
de demora sobre la cuantía a devolver.

SECCIÓN V. OTROS CRÉDITOS
Artículo 14. Otros créditos no tributarios.

1. El Ayuntamiento es competente para la recaudación de los tributos, pecios públicos, multas de 
circulación y otros créditos de derecho público.

2. Para la cobranza de estas cantidades, el Ayuntamiento ostenta las prerrogativas establecidas 
legalmente y podrá aplicar el procedimiento recaudatorio fijado por el Reglamento General de 
Recaudación; todo ello, en virtud de lo previsto en el artículo 2.2 del texto refundido de la Ley Reguladora 
de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, en relación con 
el artículo 10 de la Ley General Presupuestaria.

3. La recaudación de los ingresos de derechos públicos no tributarios se realizará conforme a lo previsto 
por el Reglamento General de Recaudación, excepto cuando la normativa particular del ingreso regule 
de modo diferente los plazos de pago, u otros aspectos del procedimiento. En este caso, las actuaciones 
del órgano recaudatorio se ajustarán a lo previsto en dichas normas.

4. El pago de los recursos a que se refiere el apartado anterior, podrá realizarse en los plazos y lugares 
que se indiquen en la notificación de la liquidación.

5. El régimen de recargos e intereses aplicables en la recaudación de los ingresos de derecho públicos 
no tributarios es común al aplicado en la recaudación de tributos, salvo que la normativa de gestión 
establezca particularidades preceptivas.

6. Contra los actos administrativos de aprobación de liquidaciones por ingresos de derecho públicos 
no tributarios, se podrá interponer recurso de reposición ante el órgano de dicte el acto.

Artículo 15. Responsabilidades de particulares.
1. El adjudicatario de realización de obras municipales que ocasione daños y perjuicios como 

consecuencia de la ejecución de aquellas, o bien por la demora en su conclusión vendrá obligado a 
indemnizar al Ayuntamiento.

2. El importe de tal indemnización se detraerá de la fianza definitiva que hubiera constituido el 
contratista, y, si la misma no alcanzara a cubrir la cuantía de la responsabilidad, se exaccionará por la vía 
de apremio la suma no cubierta.

3. El particular que ocasione daños en los bienes de uso o servicio públicos, vendrá obligado a su 
reparación.

 Cuando las circunstancias del daño, o del bien afectado, lo aconsejen, será el Ayuntamiento quien 
proceda a la ejecución de las obras de reparación, exigiendo al autor del daño el importe satisfecho.

 Si el pago no se realiza en periodo voluntario, se exigirá en vía de apremio.

Artículo 16. Reintegros y multas
1. Si el Ayuntamiento concediera una subvención finalista, cuya aplicación no ha sido correctamente 

justificada, exigirá que se acredite el destino de la misma. Verificada la indebida aplicación, total o parcial, 
se exigirá el reintegro de la suma no destinada a la finalidad para la cual se concedió. Si tal reintegro no 
tiene lugar en el plazo que se señale, podrá ser exigido en vía de apremio.

2. En el supuesto de realización de un pago indebido, tan pronto como sea conocida tal situación por 
la Intervención, se requerirá al preceptor para que reintegre su importe en el término que se señale. Si 
se incumpliese esta obligación, el reintegro se exigirá en vía de apremio.

3. Las multas que se impongan por infracción de los dispuesto en la legislación urbanística o en las 
ordenanzas de policía municipal, se exigirán por el procedimiento recaudatorio general regulado en 
esta Ordenanza.

4. En cuanto a plazos de prescripción habrá de estarse a lo que resulte de aplicación según la normativa 
específica de cada concepto, y, en su defecto, a las previsiones de la Ley General Presupuestaria.
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CAPÍTULO II

SECCIÓN I. NORMAS COMUNES
Artículo 17. Ámbito de aplicación.

1. Para la cobranza de los tributos y las cantidades que como ingresos de derecho público, tales 
como prestaciones patrimoniales de carácter público no tributarias, precios públicos, multas y sanciones 
pecuniarias, debe percibir la Administración municipal, la misma ostenta las prerrogativas establecidas 
legalmente para la Hacienda del Estado, al amparo de lo previsto en el artículo 2.2 del texto refundido 
de la Ley reguladora de Haciendas Locales.

2. Siendo así, las facultades y actuaciones del Ayuntamiento alcanzarán y se extienden a la recaudación 
de tributos y otros recursos de derecho público, pudiendo entenderse aplicables a todos ellos las 
referencias reglamentarias a la categoría de tributos, sin perjuicio de las particularidades previstas en 
esta ordenanza.

Artículo 18, Legitimación para efectuar y recibir el pago.
1. El pago puede realizarse por cualquiera de los obligados y también por terceras personas con 

plenos efectos extintivos de la deuda.
2. El tercero que ha pagado la deuda no podrá solicitar de la Administración la devolución del ingreso 

y tampoco ejercer otros derechos del obligado, sin perjuicio de las acciones que en vía civil pudieran 
corresponderle.

3. El pago de la deuda habrá de realizarse en las entidades designadas como colaboradoras, cuya 
relación constan en los documentos-notificación remitidos al contribuyente.

Artículo 19. Garantías del pago.
1. La Hacienda municipal goza de prelación para el cobro de los créditos de Derecho público vencidos 

y no satisfechos en cuanto concurra con acreedores que no lo sean de dominio, prenda, hipoteca, o 
cualquier otro derecho real debidamente inscrito en el correspondiente registro con anterioridad a la 
fecha en que se haga constar en el mismo el derecho de la Hacienda municipal.

2. Cuando existan indicios racionales de la imposibilidad o dificultad de realizar los créditos 
municipales, se podrán adoptar medidas cautelares para asegurar el cobro de los mismos. Dichas medidas, 
que habrán de ser proporcionales al daño que se pretende evitar y no durar más tiempo del necesario, 
podrán consistir, entre otros medios, en el embargo preventivo de bienes.

Artículo 20. Afección de bienes.
1. Los adquirentes de bienes afectos por ley al pago de la deuda tributaria responderán subsidiariamente 

con ellos, por derivación de la acción tributaria, si la deuda no se paga.
2. En particular cuando se transmita la propiedad, o la titularidad de un derecho real de usufructo, 

o de superficie, o de una concesión administrativa, los bienes inmuebles objeto de dichos derechos 
quedarán afectos al pago de la totalidad de las cuotas devengadas por impuesto sobre bienes inmuebles.

3. El importe de la deuda a que se extiende la responsabilidad alcanza los conceptos de:
–Cuota del impuesto sobre bienes inmuebles.
–Recargos exigibles, a favor de otros entes públicos.
4. La deuda exigible integrada por los conceptos referidos en el punto anterior es la devengada con 

anterioridad a la fecha de transmisión, siempre que no esté prescrita.
 Las actuaciones que interrumpen la prescripción respecto al transmitente tienen efectos ante el 

adquirente, por lo que a éste pueden exigirse todas las cuotas adeudadas por aquél y que no estuvieran 
prescritas en la fecha de la transmisión.

5.Para exigir el pago al poseedor del inmueble se requiere la previa declaración de fallido del deudor 
principal, a cuyo nombre se practicó la liquidación original; sin que resulte necesario declarar la insolvencia 
de posibles deudores intermedios.

6. La declaración de afección de los bienes y consiguiente derivación de responsabilidad al adquirente, 
será aprobada por la Alcaldía u órgano en quien delegue, previa audiencia al interesado, por término 
de quince días.

7. La resolución declarativa de la afección será notificada al propietario, comunicándole los plazos 
para efectuar el pago.

8. Sin perjuicio de la responsabilidad prevista en el apartado 1 de este artículo, al amparo de lo que 
autoriza el artículo 168 de la Ley General Tributaria, antes de embargar el bien inmueble afecto, se 
podrá optar por embargar otros bienes y derechos del deudor, si este los señala o son conocidos por la 
Administración.
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TÍTULO III

CAPÍTULO I. RECAUDACIÓN VOLUNTARIA
Artículo 21. Períodos de recaudación.

1. Los plazo de ingreso en período voluntario de las deudas de vencimiento periódico y notificación 
colectiva, tanto por tributos como por otros ingresos de Derecho público, serán fijados por el 
Ayuntamiento, en el calendario de cobranza, que será publicado en el Boletín Oficial de la Provincia de 
Toledo, y expuesto en el Tablón de anuncios municipal. Se tendrán en cuenta las particularidades del 
hecho imponible como requisito para la determinación de los periodos de cobro. En ningún caso el plazo 
para pagar será inferior a dos meses naturales.

CALENDARIO FISCAL 2019:

IVTM 1 DE MARZO A 2 DE MAYO
IBI URBANA 1 DE MAYO A 5 DE JULIO
IBI RUSTICA 1 DE SEPTIEMBRE A 31 DE OCTUBRE
IAE 1 DE SEPTIEMBRE A 31 DE OCTUBRE
TASA PROPIEDAD INMOBILIARIA (BASURA) 1 DE SEPTIEMBRE A 31 DE OCTUBRE

2. Del calendario de cobranza se informará por los medios que se consideren más adecuados; a estos 
efectos, el Tesorero propondrá la mejor vía para divulgar el calendario fiscal.

 En todo caso, el contribuyente puede consultar los periodos de cobranza bien solicitando información, 
personal o telefónicamente al Ayuntamiento.

3. Con carácter general, el plazo de ingreso en período voluntario de las deudas por liquidaciones de 
vencimiento singular, no comprendidas en el apartado 1 será el que conste en el documento-notificación 
dirigido al sujeto pasivo, sin que pueda ser inferior al período establecido en el artículo 62.2 de la Ley 
General Tributaria y que es el siguiente:

a) Si la notificación de la liquidación se realiza entre los días uno y 15 de cada mes, desde la fecha 
de recepción de la notificación hasta el día veinte del mes posterior, o si éste no fuera hábil, hasta el 
inmediato hábil siguiente.

b) Si la notificación de la liquidación se realiza entre los días 16 y último de cada mes, desde la fecha 
de recepción de la notificación hasta el día cinco del segundo mes posterior, o si éste no fuera hábil, 
hasta el inmediato hábil siguiente.

4. Las deudas resultantes de una autoliquidación deberán pagarse en los plazos que establezcan la 
normativa de cada tributo.

5. Las deudas por conceptos diferentes a los regulados en los puntos anteriores, deberán pagarse 
en los plazos que determinen las normas con arreglo a las cuales tales deudas se exijan. En caso de no 
determinación de plazos, se aplicará lo dispuesto en este artículo.

6. Las deudas no satisfechas en los períodos citados se exigirán en vía de apremio, computándose, 
en su caso, como pagos a cuenta las cantidades satisfechas fuera de plazo.

7. Cuando en un recibo cobratorio se liquidan varios tributos el pago realizado en entidad bancaria 
colaboradora deberá alcanzar la totalidad de la deuda.

CAPÍTULO III. APLAZAMIENTOS Y FRACCIONAMIENTOS DE PAGO
Artículo 22. Aplazamiento y fraccionamiento de pagos.

1. Podrá aplazarse o fraccionarse el pago de las deudas por ingresos de derecho público a favor 
de este Ayuntamiento, tanto en período voluntario como en período ejecutivo, previa solicitud de los 
obligados al pago, cuando su situación económico-financiera, les impida transitoriamente efectuar el 
pago de los débitos.

2. La solicitud, tramitación y resolución de aplazamientos o fraccionamientos, así como los efectos del 
incumplimiento de sus condiciones, se regirá por lo dispuesto en el Reglamento General de Recaudación, 
salvo lo regulado expresamente en los siguientes apartados:

a) Las solicitudes de aplazamiento o fraccionamientos para pago de deudas serán informadas por el 
Tesorero municipal, y resueltas por Alcaldía u órgano en quien delegue.

b) Para la concesión de aplazamientos o fraccionamientos se aplicarán, con carácter general, los 
siguientes criterios:
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Período de cobro y 
situación de la deuda

Importe del 
principal (euros)

Plazo máximo 
(meses)

Obligación de prestar
garantía

En periodo voluntario Hasta 60,00 0 No
Hasta 600,00 4
Hasta 1.500,00 6
Hasta 3.000,00 8
Hasta 6.000,00 12
Hasta 30.000,00 18 Sí
Más de 30.000,00 24

En período ejecutivo Hasta 150,00 0 No
Hasta 600,00 4
Hasta 1.500,00 6
Hasta 3.000,00 10
Hasta 6.000,00 12 Sí
Hasta 30.000,00 18
Más de 30.000,00 24

c) Con independencia de la situación económico-financiera del solicitante, con carácter general se 
denegarán los aplazamientos o fraccionamientos solicitados sin garantía, cuando concurra alguna de 
las siguientes circunstancias:

Situación de las deudas Circunstancias a tener en cuenta para denegar 
el aplazamiento o fraccionamiento

En período voluntario Haber incumplido el pago en otro aplazamiento o fraccionamiento durante 
el último año
Mantener deudas sin aplazamiento en ejecutiva con antigüedad superior 
a un año

En periodo ejecutivo Haber incumplido el pago en otro aplazamiento o fraccionamiento durante 
el último año
Mantener otras deudas sin aplazamiento en ejecutiva con antigüedad 
superior a un año

d) Podrán concederse o denegarse aplazamientos sin aplicar los criterios anteriores, cuando existan 
circunstancias excepcionales que lo justifiquen, apreciadas por el técnico responsable de recaudación y 
puestas de manifiesto en el correspondiente expediente,

e) El pago de las cantidades aplazadas se realizará por domiciliación bancaria, mediante cargo de sus 
importes en la cuenta que el solicitante indicará en su petición, sin lo cual, no se concederá la petición.

f) Con carácter general, se establecerán los días 5 de cada mes como fecha de pago de cada plazo 
concedido,

g) Las solicitudes de aplazamientos a las que sean aplicables los criterios generales de concesión, 
podrán confeccionarse incorporando el calendario de pagos calculado por el propio Departamento de 
Recaudación en el momento de la solicitud. En este caso, de acuerdo con el solicitante, solamente se 
practicará notificación del acuerdo de concesión, antes del vencimiento del primer plazo, si dicho acuerdo 
deniega el aplazamiento o modifica las condiciones de la solicitud.

 Si no fuese posible realizar la notificación del acuerdo y condiciones de concesión del aplazamiento 
solicitado, por causas no imputables al Ayuntamiento, una vez realizadas sin resultado positivo todas las 
actuaciones establecidas legalmente para las notificaciones, quedará el acuerdo sin efecto, siguiendo el 
procedimiento que corresponda para el cobro de la deuda.

Artículo 23. Cómputo de intereses por aplazamiento de pago.
1. No se exigirán intereses de demora en los aplazamientos o fraccionamientos de pago de deudas 

de vencimiento periódico y notificación colectiva, cuya cuantía no supere los 300,00 euros de cuota, 
siempre que la solicitud se hubiera formulado en periodo voluntario y el pago total se realice en el mismo 
ejercicio de su devengo.

2. Con carácter general, las deudas diferentes de las referidas en el apartado anterior excluido, en 
su caso, el recargo ejecutivo, devengarán intereses de demora por el tiempo que dure el aplazamiento.

3. En la aplicación del punto 2, se tendrán en cuenta estas reglas:
a. El tiempo de aplazamiento computa desde el vencimiento del período voluntario y hasta el término 

del plazo concedido.
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b. En caso de fraccionamiento, se computarán los intereses devengados por cada fracción desde el 
vencimiento del periodo voluntario hasta el vencimiento del plazo concedido, debiéndose satisfacer 
junto con dicha fracción.

 En caso de que el aplazamiento o fraccionamiento sea superior al año y, por tanto, se desconozca el 
tipo de interés aplicable se computará este en base al tipo vigente y posteriormente se regularizará si se 
hubiera modificado el tipo de interés aplicable. Si se ha ordenado la domiciliación referida en el artículo 
anterior, el cargo de cada fracción se efectuará por el importe exacto, resultante de aplicar el tipo de 
interés vigente en el ejercicio de vencimiento de la fracción.

4. Si, llegado el vencimiento de la deuda aplazada o fraccionada no se realizará el pago, se anulará la 
liquidación de interés de demora, correspondiente a los plazos vencidos y a aquellos otros pendientes 
de vencimiento.

 La liquidación de intereses se practicará en el momento de efectuar el pago, tomando como base 
de cálculo el principal de la deuda.

 El tipo de interés a aplicar será el de demora vigente a lo largo del periodo, o en su caso el interés 
legal en el caso de dudas garantizadas en su totalidad.

Artículo 24 Efectos de la falta de pago.
1. En los aplazamientos o fraccionamientos la falta de pago a su vencimiento de las cantidades 

aplazadas determinará:
a) Si la deuda se hallaba en periodo voluntario en el momento de conceder el aplazamiento, se 

iniciará el período ejecutivo al día siguiente del vencimiento del plazo incumplido, debiendo iniciarse 
procedimiento de apremio. Se exigirá el ingreso del principal de la deuda, los intereses de demora 
devengados a partir del día siguiente al del vencimiento del plazo concedido y el recargo del 5% del 
período ejecutivo sobre la suma de ambos conceptos. En caso de impago, se procederá a ejecutar la 
garantía; en caso de inexistencia o insuficiencia de esta se seguirá el procedimiento de apremio para la 
realización de la deuda pendiente.

b) Si el aplazamiento fue solicitado en periodo ejecutivo, se procederá a ejecutar la garantía y, en caso 
de inexistencia o insuficiencia de ésta, se proseguirá el procedimiento de apremio.

 3. Los fraccionamientos de pago en los que se haya constituido garantías parciales e independientes 
por cada uno de los plazos, se procederá así:

a) Cuando el fraccionamiento haya sido solicitado en periodo voluntario, el incumplimiento del pago de 
una fracción determinará la exigencia por la vía de apremio exclusivamente de dicha fracción y sus intereses 
de demora, con el correspondiente recargo de apremio, procediéndose a ejecutar la respectiva garantía.

b) Cuando el fraccionamiento haya sido solicitado en periodo ejecutivo, se ejecutará la garantía 
correspondiente a la fracción impagada más los intereses de demora devengados.

En ambos casos, el resto del fraccionamiento subsistirá en los términos en que se concedió.

Artículo 25 Garantías en los aplazamientos o fraccionamientos de pago.
1. Cuando sea necesario constituir garantía en los términos previstos en esta Ordenanza, la misma 

cubrirá el importe del principal y de los intereses de demora que genere el aplazamiento, más un 25% 
de la suma de ambas partidas.

2. Se aceptarán las siguientes garantías:
a) Aval solidario de entidades de depósito que cubre el importe de la deuda y de los intereses de 

demora calculados. El término de este aval deberá exceder en 6 meses, al menos, al vencimiento de los 
plazos concedidos y estará debidamente intervenido.

b) Certificaciones de obra o cualquier otro crédito reconocido por el Ayuntamiento a favor del deudor, 
cuyo pago quedará en suspenso en tanto no se cancele la deuda afianzada. En este caso se emitirá por 
la intervención municipal el oportuno informe.

3. Cuando se haya realizado anotación preventiva de embargo en registro público de bienes de valor 
suficiente, a juicio del Tesorero, se considerará garantizada la deuda y no será necesario aportar nueva 
garantía.

4. El acuerdo de concesión especificará la garantía que el solicitante deberá aportar o, en su caso, la 
dispensa de esta obligación.

5. La garantía deberá aportarse en el plazo de dos meses contados a partir del día siguiente al de 
la notificación del acuerdo de concesión. Transcurrido este plazo sin formalizar la garantía se exigirá 
inmediatamente por la vía de apremio la deuda con sus intereses y el recargo de apremio, siempre que 
haya concluido el periodo reglamentario de ingreso. Si el aplazamiento o fraccionamiento se hubiese 
solicitado en periodo ejecutivo, se continuará el procedimiento de apremio.

6. En supuestos de verdadera necesidad, cuando la deuda es inferior a 6.000,00 euros, se podrá 
dispensar de aporta garantía, correspondiendo adoptar el acuerdo a Alcaldía u órgano en quien delegue, 
debiéndose motivar en el Acuerdo las causas que lo originan.

 La verdadera necesidad a que hace referencia el párrafo anterior se acreditará con la aportación de 
cualquiera de los siguientes documentos:

• Copia de la última declaración de la renta del interesado.
• Certificado de imputación de rentas.
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A dicha documentación se añadirá declaración responsable del interesado en la que ponga de 
manifiesto su situación económica.

7. Cuando se presente una solicitud de aplazamiento o fraccionamiento en periodo voluntario, sin 
acompañar el compromiso de entidad solvente de afianzar la deuda y se halle pendiente de resolución 
en la fecha de finalización del periodo de pago voluntario, el Tesorero podrá ordenar la retención cautelar 
de los pagos que el Ayuntamiento deba efectuar al deudor.

CAPÍTULO IV. PRESCRIPCIÓN Y COMPENSACIÓN DE DEUDAS
Artículo 26. Prescripción.

1. El plazo y los efectos de la prescripción en la gestión y cobro de los ingresos de carácter tributario 
de este Ayuntamiento, se aplicarán con sujeción a las normas legales y reglamentarias vigentes.

Artículo 27 Compensación.
1. Las deudas de derecho público, en periodo voluntario o ejecutivo de recaudación, podrán 

extinguirse total o parcialmente por compensación.
2. Cuando la compensación afecta a deudas en periodo voluntario, será necesario que lo solicite el 

deudor.
 No obstante, se compensará de oficio durante el plazo de ingreso en periodo voluntario:
a) Las cantidades a ingresar y a devolver que resulten de un mismo procedimiento de comprobación 

limitada o inspección, habiéndose producido el ingreso o la devolución de la cantidad diferencial que 
procede.

b) Las cantidades a ingresar y a devolver que resulten de la práctica de una nueva liquidación por 
haber sido anulada otra anterior. En este caso, en la notificación de la nueva liquidación se procederá a 
la compensación de la cantidad que procede y se notificará al obligado al pago el importe diferencial.

3. Cuando las deudas se hallen en periodo ejecutivo, Alcaldía u órgano en quien delegue, puede 
ordenar la compensación, que se practicará de oficio y será notificada al deudor.

CAPÍTULO V. CRÉDITOS INCOBRABLES
Artículo 28. Créditos Incobrables.

1. La insolvencia probada de los obligados al pago requiere una resolución en la que expresamente 
se declare la situación del crédito incobrable una vez agotadas las posibilidades de gestión recaudatoria, 
que se llevarán a cabo con arreglo a las disposiciones legales y reglamentarias vigentes y en el marco de 
eficacia y eficiencia en la gestión.

2. El calificativo de incobrable se aplicará al crédito y el de fallido a los obligados al pago.
3. El expediente para la declaración de fallido del deudor y la de crédito incobrable de la deuda será 

tramitado por el Ayuntamiento, fiscalizado por la Intervención municipal y aprobado por Alcaldía u 
órgano en quien delegue, a propuesta del Tesorero.

4. Cuando el volumen de expedientes de declaración de créditos incobrables lo haga conveniente, 
podrá tramitarse la declaración de créditos incobrables agrupados.

5. La declaración de crédito incobrable no produce la inmediata extinción de la deuda, sino 
exclusivamente la baja provisional en cuentas del crédito, en tanto no transcurra el plazo de prescripción.

6. El Ayuntamiento vigilará la posible solvencia sobrevenida de los obligados al pago declarados 
fallidos, en tanto no se extingan las acciones de cobro por prescripción. A estos efectos, realizará cualquier 
actuación que proceda en el marco del procedimiento administrativo de apremio, con carácter puntual 
e individual cuando lo considere oportuno cualquiera de los órganos de recaudación o respondiendo a 
planificación general de actuaciones.

7. Las bajas por referencia a fallidos anteriores se tramitará dentro del procedimiento de apremio, 
una vez vencido el plazo de pago en período ejecutivo resultante de la notificación de la providencia 
de apremio.

8. Con la finalidad de conjugar el respeto al principio de legalidad procedimental con el de eficacia 
administrativa, y teniendo en cuenta la eficiencia en la gestión recaudatoria, se establecen los requisitos 
y condiciones que habrán de verificarse con carácter previo a la propuesta de declaración de créditos 
incobrables.

 La documentación justificativa será diferente en función de los importes y las características de la 
deuda, distinguiéndose los siguientes supuestos:

a) Según el importe de la deuda acumulada:C
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Importe de la deuda acumulada y actuaciones a documentar en el expediente

En todos los expedientes con deuda 
acumulada menor de 60 euros de 
principal

Embargo de dinero efectivo o en cuentas abiertas en entidades 
de crédito
Créditos, valores	 y derechos realizables en el acto, o a corto plazo

En todos los expedientes con deuda 
acumulada entre 60,01 y 300,00 euros 
de principal

Embargo de dinero efectivo o en cuentas abiertas en entidades 
de crédito
Créditos, valores	 y derechos realizables en el acto, o a corto plazo
Embargo de sueldos, salarios y pensiones

En todos los expedientes con deuda 
acumulada entre 300,01 y 1.500,01 
de principal

Embargo de dinero efectivo o en cuentas abiertas en entidades 
de crédito
Créditos, valores	 y derechos realizables en el acto, o a corto plazo
Embargo de sueldos, salarios y pensiones
Embargo de bienes y derechos localizados

En todos los expedientes con deuda 
acumulada entre 1.500,01 a 3.000,01 
euros de principal

Embargo de dinero efectivo o en cuentas abiertas en entidades 
de crédito
Créditos, valores	 y derechos realizables en el acto, o a corto plazo
Embargo de sueldos, salarios y pensiones
Embargo de bienes y derechos localizados
Embargo de bienes muebles y semovientes, que conlleve 
personación de los agentes ejecutivos en el domicilio de los 
deudores, o bien embargo de establecimientos mercantiles o 
industriales.

En todos los expedientes con deuda 
acumulada superior a 3.000,01 euros 
de principal.

Embargo de dinero efectivo o en cuentas abiertas en entidades 
de crédito.
Créditos, valores	 y derechos realizables en el acto, o a corto plazo
Embargo de sueldos, salarios y pensiones
Embargo de bienes y derechos localizados
Embargo de bienes inmuebles.
Embargo de bienes muebles y semovientes, que conlleve 
personación de los agentes ejecutivos en el domicilio de los 
deudores, o bien embargo de establecimientos mercantiles o 
industriales.

En los expedientes seguidos frente a personas físicas o jurídicas por el concepto del impuesto sobre 
bienes inmuebles, o con actividad comercial, industrial o profesional, según las características de la deuda, 
además de las actuaciones especificadas en el apartado anterior, y siempre que superen los 300,00 euros 
de principal, se documentarán las siguientes actuaciones:

Características de la deuda Actuaciones a documentar en el expediente
Expedientes con deudas por el concepto de 
impuesto sobre bienes inmuebles

Investigación sobre existencia de otros obligados al pago 
–deudores solidarios–

Expedientes seguidos frente a personas o 
entidades con actividad comercial, industrial 
o profesional.

Investigación en el Registro Mercantil
Investigación sobre la existencia de derecho de cesión de 
contrato de arrendamiento
Investigación sobre existencia de otros obligados al pago

Artículo 29. Baja provisional por insolvencia.
1. Las deudas tributarias que no han podido hacerse efectivas por insolvencia probada del sujeto pasivo 

y de los demás responsables deben declararse provisionalmente extinguidas en la cuantía procedente 
en tanto no se rehabiliten en los plazos de prescripción.

2. Si una vez vencido el plazo de prescripción la deuda no ha sido rehabilitada, queda definitivamente 
extinguida.

TÍTULO IV

CAPÍTULO. INSPECCIÓN
Artículo 30. La Inspección de los Tributos

1. El Ayuntamiento de Gerindote creará el Servicio de Inspección Municipal, que llevará a cabo las 
actuaciones de comprobación y, en su caso, investigación de la situación tributaria de los diferentes 
obligados tributarios por cualquiera de los tributos que integran el sistema tributario local.

2. En el ejercicio de estas funciones administrativas, le corresponde realizar las funciones siguientes:
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a) Investigar los hechos imponibles para el descubrimiento de los que sean ignorados por el 
Ayuntamiento.

b) Comprobar la veracidad y exactitud de las declaraciones y autoliquidaciones que los obligados 
tributarios hayan presentado.

c) Comprobar que se han ingresado efectivamente las deudas tributarias que figuran en los 
documentos de ingreso.

d) Practicar las liquidaciones tributarias resultantes de sus actuaciones de comprobación e 
investigación.

e) Verificar el cumplimiento de los requisitos exigidos para la concesión o disfrute de cualquier beneficio 
o incentivo fiscal y devoluciones tributarías.

f) Informar a los sujetos pasivos y otros obligados tributarios sobre el alcance y naturaleza de las 
actuaciones inspectoras que se inicien, sobre los derechos y deberes que les correspondan, sobre las 
normas fiscales y en general y sobre el alcance de las obligaciones y derechos que se deriven.

g) Otras actuaciones dimanantes de los procedimientos de comprobación de tributos locales que la 
normativa establezca en cada caso, procurando con especial interés la correcta inclusión en los censos 
de aquellos sujetos pasivos que deban figurar en los mismos.

h) Buscar la información necesaria para que los órganos del Ayuntamiento de Gerindote puedan 
llevar a cabo sus funciones.

i) Comprobar el valor de los derechos, rentas, productos, bienes, patrimonios, empresas y otros 
elementos cuando sea necesario para determinar las obligaciones tributarias.

j) Realizar actuaciones de comprobación limitada en los términos que establecen los artículos 136 a 
140 de la Ley General Tributaria.

4. La inspección de los tributos tramitará los procedimientos de inspección conforme prevé el Real 
Decreto 1065/2007, de 27 de julio y aplicará, en su caso, el régimen de infracciones y sanciones establecido 
en el Reglamento de régimen sancionador tributario, aprobado por Real Decreto 2063/2004, de 15 de 
octubre.

No obstante, a las infracciones cometidas antes de la vigencia de la Ley 58/2003, General Tributaria, 
se aplicará el régimen anterior, excepto cuando el nuevo régimen resulte más favorable.

Artículo 31. Personal inspector
1. Las actuaciones de comprobación e investigación a que se refiere el artículo anterior se realizarán 

por funcionarios, bajo la inmediata supervisión de quien ostente su Jefatura, quien dirigirá, impulsará y 
coordinará el funcionamiento de la misma, con la preceptiva autorización la Alcaldía.

2. No obstante, actuaciones meramente preparatorias, o de comprobación, o prueba de hechos, o 
circunstancias con trascendencia tributaria podrán encomendarse a otros empleados públicos que no 
ostenten la condición de funcionarios.

3. Los funcionarios de la inspección serán considerados agentes de la autoridad cuando lleven a cabo 
las funciones inspectoras que les correspondan y deberán acreditar su condición, si así se les solicita, fuera 
de las oficinas públicas. Las autoridades públicas deberán prestarles la protección y auxilio necesarios 
para el ejercicio de la función inspectora.

4. Los funcionarios de la Inspección actuarán siempre con la máxima consideración y deberán guardar 
sigilo riguroso y observar secreto estricto sobre los asuntos que conozcan por razón de su cargo. La 
infracción de estos deberes constituirá, en todo caso, falta administrativa grave.

 CAPÍTULO II. RÉGIMEN SANCIONADOR

SECCIÓN I. DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 32. Disposiciones generales sobre infracciones y sanciones tributarias y procedimiento 
sancionador general.

1. En materia de tributos locales, el ejercicio de la potestad sancionadora tributaria se ajustará a las 
normas de procedimiento contenidas en el Real Decreto 2063/2004, de 15 de octubre, por el que se 
aprueba el Reglamento general del régimen sancionador tributario.

En los artículos siguientes de la presente Ordenanza se contienen determinadas concreciones para 
la aplicación del régimen sancionador en el ámbito municipal.

2. El procedimiento sancionador en el ámbito tributario local se lleva a cabo teniendo en cuenta las 
normas especiales de la Ley General Tributaria sobre potestad sancionadora, el Reglamento General del 
Régimen Sancionador Tributario y las normas reguladoras del procedimiento sancionador en materia 
administrativa.

3. El procedimiento sancionador en materia tributaria se tramitará de forma separada a los de aplicación 
de los tributos. No podrá incoarse expediente sancionador respecto de la persona o entidad que haya 
sido objeto del procedimiento cuando haya transcurrido un plazo de tres meses desde que se notificó 
o se entendiera notificada la liquidación o resolución derivada de un procedimiento iniciado mediante 
declaración o de un procedimiento de verificación de datos, comprobación o inspección.

4. El procedimiento sancionador en materia tributaria se iniciará siempre de oficio, mediante 
notificación del acuerdo del órgano competente, que a falta de designación expresa será el mismo que 
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tenga atribuida la competencia para su resolución. Esta notificación de inicio del expediente recogerá la 
identificación de la persona o entidad presuntamente responsable, la conducta que motiva la incoación 
del procedimiento, su posible calificación y las sanciones que le pudieran corresponder, el órgano 
competente para resolver el procedimiento, la identificación del instructor y la indicación del derecho a 
formular alegaciones y la audiencia en el procedimiento, así como el momento y los plazos para ejercerlos.

5. El procedimiento sancionador en materia tributaria se desarrollará de acuerdo con las normas 
especiales sobre actuaciones y procedimientos tributarios recogidos en el artículo 99 de la Ley General 
Tributaria, las normas sobre su instrucción que establece el artículo 210 de la mencionada Ley y las 
disposiciones concordantes del Reglamento General del Régimen Sancionador Tributario.

6. El procedimiento sancionador ha de concluir siempre mediante resolución expresa o por 
caducidad, en un plazo de seis meses contados desde la notificación de inicio del procedimiento hasta 
la notificación de la resolución procedente. Si se ha excedido este plazo, la caducidad impide el inicio 
de un procedimiento nuevo.

7. El expediente se iniciará a propuesta de Secretaría, con autorización de la Alcaldía, y será instruido 
por el funcionario que se designe a este efecto.

8. El órgano competente del Ayuntamiento para acordar e imponer sanciones tributarias es la Alcaldía.
9. Contra el acuerdo de imposición de las sanciones sólo podrá interponerse recurso de reposición 

ante la Alcaldía, previo al contencioso-administrativo. Las sanciones que deriven de actas con acuerdo 
no podrán ser impugnadas en vía administrativa.

10. El acta de resolución del procedimiento sancionador podrá ser objeto de recurso independiente, 
excepto cuando se haya impugnado también la deuda tributaria, caso en que se acumularán ambos 
recursos. La interposición de un recurso contra las sanciones impide su ejecución hasta que sean firmes 
en vía administrativa, sin necesidad de aportar ninguna garantía para suspender la ejecución.

Artículo 33. Procedimiento sancionador abreviado
1. No obstante lo que dispone en el artículo anterior, si a la vez de iniciarse el expediente sancionador 

se encuentran en poder del órgano competente todos los elementos que permiten formular la propuesta 
de imposición de sanción, esta propuesta se incorporará en el acuerdo de iniciación.

2. Este acuerdo se notificará al interesado, indicándole que se pone de manifiesto el expediente 
y concediéndole un plazo de quince días para que alegue todo aquello que considere conveniente y 
presente los justificantes, documentos y pruebas que considere oportunos.

3. Además, en el acuerdo de iniciación se le advertirá expresamente que si no formula alegaciones 
ni aporta nuevos documentos o otros elementos de prueba, se podrá dictar la resolución de acuerdo 
con la mencionada propuesta.

DISPOSICIÓN ADICIONAL
Modificación de los preceptos de Ordenanza y de las referencias que hace la normativa vigente, con 

motivo de la promulgación de normas posteriores
Los preceptos de esta Ordenanza fiscal que, por razones sistemáticas reproduzcan aspectos de la 

legislación vigente y otras normas de desarrollo, y aquellos en que se hagan remisiones a preceptos de 
esta, se entenderá que son automáticamente modificados y/o sustituidos, en el momento en que se 
produzca la modificación de los preceptos legales y reglamentarios de que lleven causa.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA
Quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a la presente.

DISPOSICIÓN FINAL
1. Los expedientes que se encuentren pendientes de finalización, se continuarán tramitando de 

acuerdo con lo establecido en la presente Ordenanza General.
2. La presente Ordenanza Fiscal entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el “Boletín 

Oficial” de la provincia de Toledo.
Gerindote, 22 de junio de 2020.–La Secretaria-Interventora, Montserrat Salinero Cid.

N.º I.-2437
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